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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 298/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE VILLA DE REYES, S.L.P. Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., veintiuno de  junio de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 298/2021-3 promovido por **********contra actos del Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.; de la Dirección de Policía Municipal del Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.; y del  Área Jurídica del Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.; y
R E S U L T A N D O
I.- Mediante auto de fecha veintiséis de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo por recibido el Oficio Número **********, y como anexo el expediente laboral número ********** remitido por el Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, mediante el cual declinó la competencia para conocer y resolver dicho juicio, y se ordenó requerir al actor, para que manifestara su interés de proseguir el juicio y de ser así, adecuara sus reclamaciones a los lineamientos que establecen los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
II.- Por escrito recibido en este Tribunal con nueve de julio de dos mil veintiuno, compareció **********señalando como autoridad demandada a las siguientes autoridades al Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.; de la Dirección de Policía Municipal del Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.; y del Área Jurídica del Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P.;  por la nulidad del siguiente acto: 
 “…cese y despido en mis funciones como **********… toda vez que no es un acto competencia de los demandados…”

III.- Por auto de fecha diez de septiembre de dos mil veintiuno, previo requerimiento al actor, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
IV.- Por proveído de fecha tres de febrero de  dos mil veintidós,  se le tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia de los escritos de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; y amplíe su escrito inicial de demanda, en razón habida cuenta que, con la contestación de demanda se dio a conocer que la parte actora no tiene derecho a las prestaciones que reclama, dado que la promovente presentó su renuncia expresa ante las oficinas de la demandada, se admitieron las pruebas de las partes.

V.- Por auto de fecha cinco de abril de dos mil veintidós, se tiene a la parte actora por  no ampliando su demanda, y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.- Con fecha cuatro de mayo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba la parte actora como elemento de seguridad pública,  en el  del Ayuntamiento de Villa de Reyes,  S.L.P., donde se ejerce jurisdicción. 

Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al demostrar la relación jurídico administrativa que le unía con la parte demandada, con  la copia fotostática del escrito de fecha  22 de diciembre de 2018, del Municipio de Villa de Reyes,  S.L.P., que la acredita en el puesto de ********** de ese Municipio, documental visible en fojas 23 de este sumario,  no objetada por las autoridades demandadas.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra legalmente acreditada, con la publicación del Periódico Oficial del Estado relativa a la integración de los 58 ayuntamientos del San Luis Potosí, y con la copia certificada relativa a sus nombramiento, visibles en fojas 59 y 60 del sumario, que los acredita el carácter con que comparecen, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

CUARTO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del cese verbal del cargo que desempeñaba el actor como ********** del Ayuntamiento de Villa de Reyes,  S.L.P., el cual refiere tuvo conocimiento en el Departamento Jurídico del Ayuntamiento de Villa de Reyes, como a las 11:00 horas del día **********, efectuado por la encargada del área jurídica de dicho municipio; Acto que fue señalado por la parte actora; de conformidad con la fracción IV del artículo 233 y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas en su escrito de contestación visible en fojas 52 a la 57 de este sumario, interpusieron la causal de improcedencia que funda en los artículos 228 fracciones II, V, VI y VII con relación al 229 fracciones II y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en que no existe el acto impugnado, en virtud de que se trata de actos consentidos expresamente por el actor, en razón de que por su propio derecho el accionante realizo firmo y presento un documento en el cual manifestaba la voluntad personal de separase del cargo que estaba realizando, por la cual a partir del 17 de febrero de 2020, ya no se le realizaron las dispersiones de sus catorcenas,  y a consecuencia de la presentación de la renuncia presentada. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales, excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 20 y 21 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la siguiente Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia dela Nación, Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo del primero, segundo y tercero de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente, el cual se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.
Precisado lo anterior, nos ocuparemos de los conceptos de impugnación que plantea el actor, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren: 
“PRIMERO.- El suscrito estimo que el acto es contrario a la ley, toda vez que a los demandados  no les corresponde **********despedirme en la manera verbal como lo hizo la titular del área jurídica (…), por encomienda del Secretario del Ayuntamiento de Villa de Reyes…”
“SEGUNDO.- El hecho que les impugno a los demandados, no es de su competencia, por lo que se violentan mis derechos que tengo como empleado y/o trabajador, vulnerándose (…).”
“TERCERO.- Solicitando a este tribunal una indemnización por parte de quien resulte responsable con motivo de la terminación de labores injustificada y del cese del que fui objeto de parte de los demandados en este juicio, de acuerdo a lo que señala el artículo 123 de la Constitución Federal fracción XXII en su  apartado A.”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta infundado.
Toda vez que se advierte de las diversas constancias que integran este juicio, que la ********** que refiere la parte actora en este juicio como acto impugnado; la cual señala le fue comunicada por la encargada del área jurídica del Municipio de Villa de Reyes, S.L.P., en el Departamento Jurídico del Ayuntamiento de Villa de Reyes, el día **********, como a las 11:00 horas;  no fue acreditada por el promovente en este procedimiento con ningún medio de prueba, circunstancia que resulta indispensable para analizar la legalidad o ilegalidad del acto de que se duele y que son planteados en estos conceptos que se analizan.
Cabe señalar,  que se desprende del escrito de demanda que obra a fojas 14 a la 21, que el actor  compareció demandado como acto impugnado, el ********** como ********** del Ayuntamiento de Villa de Reyes,  S.L.P; que le fue comunicado con fecha ********** por la encargada del área jurídica del Municipio de Villa de Reyes, S.L.P.

En esa tesitura ofreció como probanzas de su parte para acreditar el acto impugnado, la instrumental de actuaciones y presuncional en su triple aspecto legal, lógica y humana y la documental consistente en el reconocimiento expedido a su nombre emitido por Presidente Municipal de Villa de reyes, SL.P., y el Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Villa de Reyes, S.L.P., de fecha  22 de diciembre de 2018, visible en fojas 22 de este sumario, así como la confesional expresa de todo lo que manifiesten las demandadas en su escrito de contestación; medios probatorios que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado; y que analizadas en forma conjunta resultan insuficientes para tener a la parte actora por acreditando plenamente la existencia del acto impugnado consistente en el ********** del cargo que desempeñaba como **********
De lo que se desprende que el actor no aportó elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar que los actos reclamados en el presente juicio existen, circunstancia que determina que el actor no cumplió con la carga probatoria que le correspondía de acreditar la existencia del acto reclamado consistente en la ********** emitido por la autoridad demandada, el día  **********.

Advirtiéndose que la autoridad demandada, en su escrito de contestación, niega el acto impugnado señalando que no existe el acto la ********** que se reclama en este juicio,  en virtud de que se trata de actos consentidos expresamente por el actor, en razón de que por su propio derecho el accionante con fecha **********, realizo firmó y presentó una renuncia en el cual manifestaba la voluntad personal de separarse del cargo que estaba realizando como **********,  ofreciendo como medio probatorio de su excepción el escrito de ********** por el actor, que obra en fojas 61 de este sumario, argumentaciones que constituyen negativa de la existencia del acto impugnado por parte de la demandada.    

Es menester señalar que respecto al escrito de renuncia que ofreció la autoridad demandada en su escrito de contestación, se ordenó por parte de esta Sala Unitaria, se diera vista al actor para que ampliara su escrito de demanda y manifestara lo que a su derecho correspondía según consta en el auto de fecha tres de febrero de dos mil veintidós, que obra en fojas 70 de este expediente; siendo omiso en hacer pronunciamiento alguno respecto de la ampliación y de la documental del escrito de renuncia con la que se le corrió traslado, por lo cual se le tuvo por no ampliando su escrito de demanda circunstancia que consta en el proveído de fecha cinco de abril de dos mil veintidós.
En ese tenor, la afirmación que hace el Actor de que fue ********** el día **********, por la encargada del área jurídica del Municipio de Villa de Reyes, S.L.P., constituye un razonamiento la cual en sí misma no hace prueba plena para tener por acreditado el acto impugnado, ello ante la negativa de la existencia del acto que hace constar la autoridad demanda, en su respectiva contestación, por lo que en tal virtud la afirmación que hace el actor de los hechos en que sucedió la baja o cese que refiere en su demanda, es una afirmación que le genera la carga procesal de demostrar su dicho.
Así mismo, el acto impugnado tampoco se encuentra acreditado en este procedimiento, ya que la autoridad demandada acredito la excepción que opone relativo a que el hoy actor presento un escrito de renuncia voluntaria, acompañando la documental en cuestión visible en fojas 61 de este sumario, el cual adquiere pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella, y demostrar  que el actor presento  su renuncia voluntaria en el cargo que desempeñaba; esto en razón de que fue omiso en su totalidad en pronunciarse en este procedimiento respecto de dicha renuncia, lo que genera la aceptación tácita de su contenido y firma de la misma, aunado a que no ofreció medio probatorio  para desvirtuar su contenido o su firma;  por la cual se le otorga pleno valor probatorio al escrito de renuncia mencionado con forme a lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por tanto, contrario a la ********** de que se duele el actor, se encuentra plenamente demostrado en autos, tal y como lo aluden las autoridades demandadas en su contestación, que el demandante que se desempeñaba como ********** en el Ayuntamiento de Villa de Reyes, S.L.P., presentó la Renuncia Voluntaria, con fecha **********
En consecuencia, lo conducente es determinar, que las autoridades demandadas probaron  la excepción planteada en el sentido de que la ********** del actor, obedeció a que él renunció voluntariamente al cargo que venía desempeñando como ********** y no a un cese verbal, toda vez que lo que quedó plenamente demostrado en autos es que el demandante renunció a su cargo de lo que se advierte que no existió el ********** de que se duele, pues la relación administrativa que vinculaba al actor con la demandada, quedó disuelta por su propia voluntad, al formular la renuncia referida.

Por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón al actor,  para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido el mismo, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte del accionante las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto de esta resolución.  

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara que el actor no acreditó el acto impugnado ni las acciones intentadas en este procedimiento, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.  

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí;  249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara que el Actor no acreditó las acciones intentadas en este procedimiento y que constituyen el acto reclamado de acuerdo a los razonamientos precisados  en el Considerando Sexto de la presente resolución. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	

	


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

